LECCIONES PARA TROCAR RESPONSABILIDADES Y VANALIZAR UN CRIMEN
En medio de la más seria intentona de saboteo de las elecciones por parte de las Farc, el sectarismo político de algunos comentaristas y políticos en campaña llega a límites inconcebibles. Resulta que para condenar el crimen de las Farc en Rivera, Huila, es necesario apabullar la política oficial de seguridad democrática. Es lo que hace Oscar Collazos al sostener que “Para probar que no se está ganando la guerra que dice estar ganando el Jefe del Estado, las guerrillas masacran y pretenden demostrar que acciones criminales como las de Rivera (Huila) son respuestas políticas al envalentonamiento de sus enemigos”(El Tiempo, marzo 2/06). Para él, lo de Rivera parece una consecuencia de la política oficial y no una acción típica de esa guerrilla, que desde hace muchos años viene atacando civiles.

Colocar los crímenes de esta guerrilla  como una respuesta a las medidas del gobierno o de las políticas de diálogo o de confrontación que se han ensayado con ella, para nada aclara el debate que se debe propiciar. Sus ataques, es lo que olvida el comentarista en cuestión, hacen parte de una estrategia de terror para amedrentar a la población, sembrar el caos, causar desconcierto y llevar el pánico a las filas enemigas para que estas cedan a sus demandas. Es la típica táctica de guerra de los estalinistas.

Ni que fuera el primero o un raro atentado de las Farc contra los civiles, de esto hay suficientes evidencias desde la década del 80 del siglo pasado. El historial de las Farc no da para atribuirle sus prácticas terroríficas a la política de seguridad democrática de Uribe, ese tipo de acciones las acometieron bajo distintos gobiernos, desde Belisario Betancur, y es previsible que continúen en ello con o sin seguridad democrática, con Uribe o con Serpa o con Lucho, en fin, con quien se atraviese en su camino y en sus objetivos. Al margen de la seguridad democrática, las Farc han forjado una tradición  de crueldad, de violación y desconocimiento del DIH y de los Derechos Humanos clara y concientemente. 
En un alarde desmedido, Collazos iguala los crímenes de las Farc con el accionar de la Fuerza Pública al afirmar que “Para sostener su pulso con el gobierno de Uribe, las Farc hacen lo que se hace en toda guerra y que de alguna manera es una atrocidad explicable en todas las guerras: producir el mayor número de bajas y daños entre los "enemigos". Nada distinto a lo que hacen por deber constitucional las Fuerzas Armadas”. No sé si Collazos está pensando que el Ejército colombiano tiene por política atacar a la población civil, en cuyo caso debe demostrarlo, no insinuarlo, como es el deber de cualquier analista serio. Es decepcionante que en vez de poner el énfasis en lo que significa el crimen de las Farc como un ataque a la población, civil a la democracia y a las elecciones, por arte de birlibirloque la pluma del escritor se dirija hacia otro lado.
Reclamar que Colombia vive un conflicto armado apoyándose en un crimen de lesa humanidad (lo dicen las Naciones Unidas sobre la matanza de Rivera) es forzar la realidad. Igual, para demostrar que la política de seguridad de seguridad democrática es un fracaso, es exigible un esfuerzo teórico en vez de hacerlo a partir de un crimen. Hacer terrorismo, lo debe saber Collazos, es fácil y un crimen no habla a favor de la existencia de un conflicto armado.

La posición de Collazos no es aislada, es pan corriente entre los críticos del Estado colombiano y sectores de oposición, así por ejemplo, el precandidato Carlos Gaviria cae en la misma trampa al ligar la matanza de Rivera con el fracaso de la política de seguridad democrática cuando dice en una declaración pública en la que condena el hecho que “Ningún argumento racional ni motivación política puede legitimar ni justificar este tipo de actos” y a renglón seguido, se desluce sin necesidad al afirmar: “Como precandidato presidencial del Polo Democrático Alternativo considero que este acto de terror evidencia, una vez más, tanto la progresiva degradación del conflicto armado que vivimos, como las insuficiencias y limitaciones de la política de seguridad democrática impulsada por el actual gobierno” pues no es claro por qué lo uno está en relación con lo otro, acaso quiso Gaviria decir que ¿sin insuficiencias y limitaciones de la seguridad democrática las Farc dejarían de cometer estos atentados o que la degradación de la guerrilla es equivalente a la de la Fuerza Pública?
En aras de la oposición legítima y de la crítica necesaria a las políticas oficiales no se puede soslayar que el problema con la guerrilla tiene como punto de partida no la actitud del gobierno si no la existencia de un proyecto totalitario, dogmático, extremista  que desafía la democracia colombiana. La arremetida de las Farc, pues, es parte de su política, se inscribe en sus planes estratégicos, ellos quieren hacer la revolución a cualquier precio. Lo refrenda el máximo comandante de las Farc, al final de la misiva dirigida a Alvaro Leyva, cuando supedita la paz al logro de los cambios estructurales de poder por ellos perseguidos y en la que de paso también responsabiliza al gobierno actual por sus actos: “Es conveniente examinar el futuro y el pasado con sus respectivos antecedentes que vivimos en Colombia para que de forma desprevenida se puedan ver las causas y motivos que originaron el cambio de una política de paz por una de guerra total por el actual gobierno…nuestros actos son de respuesta contra la violencia del estado”.
Por eso no es comprensible que quienes alegan la existencia de un conflicto armado le nieguen al estado y al gobierno el derecho a defenderse y a defender lo que de democracia, garantías y derechos nos queda, entre ellos, la de participar en paz en una contienda electoral. En estas materias fue mucho más claro y sensato el precandidato Navarro, quien sin esguinces, sin meandros, llamó las cosas por su nombre e invitó a todas las fuerzas políticas a realizar una movilización general de protesta.
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